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LA REFORMA INTRODUCIDA POR EL ACTO LEGISLATIVO 5 DE 2011 AL REGÍMEN DE REGALÍAS 
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  I.         EXPEDIENTE D-9148   -   SENTENCIA  C-010/13 
             M.P. Luis Ernesto Vargas Silva 
 

 
1. Norma acusada 

ACTO LEGISLATIVO 5 DE 2011 

(julio 18) 

Por el cual se constituye el Sistema General de Regalías, se modifican los artículos 360 y 361 de la Constitución 
Política y se dictan otras disposiciones sobre el Régimen de Regalías y Compensaciones. 

 
ARTÍCULO 1o. El artículo 360 de la Constitución Política quedará así:  

Artículo 360. La explotación de un recurso natural no renovable causará, a favor del Estado, una contraprestación 
económica a título de regalía, sin perjuicio de cualquier otro derecho o compensación que se pacte. La ley 
determinará las condiciones para la explotación de los recursos naturales no renovables.  

Mediante otra ley, a iniciativa del Gobierno, la ley determinará la distribución, objetivos, fines, administración, 
ejecución, control, el uso eficiente y la destinación de los ingresos provenientes de la explotación de los recursos 
naturales no renovables precisando las condiciones de participación de sus beneficiarios. Este conjunto de ingresos, 
asignaciones, órganos, procedimientos y regulaciones constituye el Sistema General de Regalías.  

ARTÍCULO 2o. El artículo 361 de la Constitución Política quedará así:  

Artículo 361. Los ingresos del Sistema General de Regalías se destinarán al financiamiento de proyectos para el 
desarrollo social, económico y ambiental de las entidades territoriales; al ahorro para su pasivo pensional; para 
inversiones físicas en educación, para inversiones en ciencia, tecnología e innovación; para la generación de ahorro 
público; para la fiscalización de la exploración y explotación de los yacimientos y conocimiento y cartografía geológica 

del subsuelo; y para aumentar la competitividad general de la economía buscando mejorar las condiciones sociales de 
la población.  

Los departamentos, municipios y distritos en cuyo territorio se adelanten explotaciones de recursos naturales no 
renovables, así como los municipios y distritos con puertos marítimos y fluviales por donde se transporten dichos 
recursos o productos derivados de los mismos, tendrán derecho a participar en las regalías y compensaciones, así 
como a ejecutar directamente estos recursos.  

Para efectos de cumplir con los objetivos y fines del Sistema General de Regalías, créanse los Fondos de Ciencia, 
Tecnología e Innovación; de Desarrollo Regional; de Compensación Regional; y de Ahorro y Estabilización.  

Los ingresos del Sistema General de Regalías se distribuirán así: un porcentaje equivalente al 10% para el Fondo de 
Ciencia, Tecnología e Innovación; un 10% para ahorro pensional territorial, y hasta un 30% para el Fondo de Ahorro 
y Estabilización. Los recursos restantes se distribuirán en un porcentaje equivalente al 20% para las asignaciones 
directas de que trata el inciso 2o del presente artículo, y un 80% para los Fondos de Compensación Regional, y de 
Desarrollo Regional. Del total de los recursos destinados a estos dos últimos Fondos, se destinará un porcentaje 
equivalente al 60% para el Fondo de Compensación Regional y un 40% para el Fondo de Desarrollo Regional.  

De los ingresos del Sistema General de Regalías, se destinará un porcentaje del 2% para fiscalización de la 
exploración y explotación de los yacimientos, y el conocimiento y cartografía geológica del subsuelo. Este porcentaje 
se descontará en forma proporcional del total de los ingresos del Sistema General de Regalías distribuidos en el inciso 

anterior. Las funciones aquí establecidas serán realizadas por el Ministerio de Minas y Energía o por la entidad a quien 
este delegue.  

La suma de los recursos correspondientes a las asignaciones directas de que trata el inciso 2o del presente artículo, y 
de los recursos del Fondo de Desarrollo Regional y del Fondo de Compensación Regional, crecerán anualmente a una 
tasa equivalente a la mitad de la tasa de crecimiento total de los ingresos del Sistema General de Regalías. La ley que 
regulará el sistema definirá un mecanismo para mitigar la disminución de los mencionados recursos, que se presente 
como consecuencia de una reducción drástica en los ingresos del Sistema General de Regalías.  
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La diferencia entre el total de los ingresos del Sistema General de Regalías y los recursos destinados al ahorro 
pensional territorial, al Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, al Fondo de Desarrollo Regional, al Fondo de 
Compensación Regional, así como a los que se refiere el inciso 2o del presente artículo se destinará al Fondo de 
Ahorro y Estabilización.  

Los Fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación y de Desarrollo Regional tendrán como finalidad la financiación de 
proyectos regionales acordados entre las entidades territoriales y el Gobierno Nacional. 

Los recursos del Fondo de Compensación Regional se destinarán a la financiación de proyectos de impacto regional o 
local de desarrollo en las entidades territoriales más pobres del país, de acuerdo con criterios de Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI), población y desempleo, y con prioridad en las zonas costeras, fronterizas y de periferia. La 
duración del Fondo de Compensación Regional será de treinta (30) años, contados a partir de la entrada en vigencia 
de la ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior. Transcurrido este período, estos recursos se destinarán 
al Fondo de Desarrollo Regional.  

Los recursos del Fondo de Ahorro y Estabilización, así como sus rendimientos, serán administrados por el Banco de la 
República en los términos que establezca el Gobierno Nacional. En los períodos de desahorro, la distribución de estos 
recursos entre los demás componentes del Sistema se regirá por los criterios que defina la ley a la que se refiere el 
inciso 2o del artículo anterior.  

En caso de que los recursos destinados anualmente al Fondo de Ahorro y Estabilización excedan del treinta por ciento 
(30%) de los ingresos anuales del Sistema General de Regalías, tal excedente se distribuirá entre los demás 
componentes del Sistema, conforme a los términos y condiciones que defina la ley a la que se refiere el inciso 2o del 
artículo anterior.  

PARÁGRAFO 1o. Los recursos del Sistema General de Regalías no harán parte del Presupuesto General de la Nación, 
ni del Sistema General de Participaciones. El Sistema General de Regalías tendrá su propio sistema presupuestal que 
se regirá por las normas contenidas en la ley a que se refiere el inciso 2o del artículo anterior. En todo caso, el 
Congreso de la República expedirá bianualmente el presupuesto del Sistema General de Regalías.  

PARÁGRAFO 2o. La ejecución de los recursos correspondientes a las asignaciones directas de que trata el inciso 2o 
del presente artículo, así como de los recursos de los Fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación; de Desarrollo 
Regional, y de Compensación Regional, se hará en concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo y los planes de 
desarrollo de las entidades territoriales.  

Los proyectos prioritarios que se financiarán con estos recursos, serán definidos por órganos colegiados de 
administración y decisión, de conformidad con lo establecido en la ley que regule el Sistema General de Regalías. 
Para el caso de los departamentos a los que se refiere el inciso 2o del presente artículo, los órganos colegiados de 
administración y decisión estarán integrados por dos (2) Ministros o sus delegados, el gobernador respectivo o su 
delegado, y un número representativo de alcaldes. La ley que regule el Sistema General de Regalías podrá crear 
comités de carácter consultivo para los órganos colegiados de administración y decisión, con participación de la 
sociedad civil. En cuanto a los municipios y/o distritos a los que se refiere el inciso 2o del presente artículo, los 
órganos colegiados de administración y decisión estarán conformados por un delegado del Gobierno Nacional, el 
gobernador o su delegado y el alcalde.  

Los programas y/o proyectos en ciencia tecnología e innovación de los departamentos, municipios y distritos que se 
financiarán con los recursos del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, se definirán por un órgano colegiado de 
administración y decisión, en el cual tendrán asiento el Gobierno Nacional, representado por tres (3) Ministros o sus 
delegados, un (1) representante del Organismo Nacional de Planeación y un (1) representante del Organismo 
Nacional encargado del manejo de la política pública de ciencia y tecnología e innovación, quien además ejercerá la 
Secretaría Técnica, un (1) Gobernador por cada una de las instancias de planeación regional a que se refiere el inciso 
siguiente del presente artículo; cuatro (4) representantes de las universidades públicas y dos (2) representantes de 
universidades privadas. Así mismo, los recursos de este Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, se distribuirán en 
la misma proporción en que se distribuyan a los departamentos, los recursos de los Fondos de Compensación 
Regional y de Desarrollo Regional. En ningún caso los recursos de este fondo podrán financiar gasto corriente.  

Los proyectos de impacto regional de los departamentos, municipios y distritos que se financiarán con los recursos de 
los Fondos de Desarrollo y Compensación Regional se definirán a través de ejercicios de planeación regional por 
órganos colegiados de administración y decisión donde tengan asiento cuatro (4) Ministros o sus delegados y un (1) 
representante del Organismo Nacional de Planeación, los gobernadores respectivos o sus delegados y un número 
representativo de alcaldes.  

La ley que regule el Sistema General de Regalías, podrá crear comités de carácter consultivo para los órganos 
colegiados de administración y decisión con participación de la sociedad civil.  

En todo caso, la representación de las entidades territoriales en los órganos colegiados será mayoritaria, en relación 
con la del Gobierno Nacional.  

PARÁGRAFO 3o. Créase el Sistema de Monitoreo, Seguimiento, Control y Evaluación de las Regalías, cuyo objeto será 
velar por el uso eficiente y eficaz de los recursos del Sistema General de Regalías, fortaleciendo la transparencia, la 
participación ciudadana y el Buen Gobierno.  

La ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior, definirá su funcionamiento y el procedimiento para la 
imposición de medidas preventivas, correctivas y sancionatorias por el inadecuado uso de los recursos del Sistema 
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General de Regalías. Dentro de estas medidas podrán aplicarse a los Departamentos, Municipios y/o Distritos y demás 
ejecutores la suspensión de giros, cancelación de proyectos y/o el reintegro de recursos.  

La ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior definirá, igualmente, el porcentaje anual de los recursos de 

Sistema General de Regalías destinado a su funcionamiento y al del Sistema de Monitoreo, Seguimiento, Control y 
Evaluación de las Regalías. Este porcentaje se descontará en forma proporcional del total de los ingresos del Sistema 
General de Regalías distribuidos en el inciso cuarto del presente artículo.  

PARÁGRAFO 1o. TRANSITORIO. Suprímase el Fondo Nacional de Regalías a partir de la fecha que determine la ley a 
la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior. El Gobierno Nacional designará al liquidador y definirá el 
procedimiento y el plazo para la liquidación. Los recursos no comprometidos que posea el Fondo Nacional de Regalías 
a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo, se destinarán prioritariamente a la reconstrucción de la 
infraestructura vial del país y a la recuperación ambiental de las zonas afectadas por la emergencia invernal de 2010-
2011.  

PARÁGRAFO 2o. TRANSITORIO. Respecto de los recursos que se destinarán a las asignaciones directas de que trata 
el inciso 2o del presente artículo y a los Fondos de Compensación Regional, y de Desarrollo Regional, su distribución 
durante los tres primeros años será así: durante el primer año corresponderá a un porcentaje equivalente al 50% 
para las asignaciones directas de que trata el inciso 2o del presente artículo y un 50% para los fondos enunciados en 
este parágrafo; de la misma forma, durante el segundo año se destinará un porcentaje equivalente al 35% y al 65% 
respectivamente; y durante el tercer año se destinará un porcentaje equivalente al 25% y el 75%, respectivamente. 

En el evento en que durante el período comprendido entre los años 2012 y 2014, las asignaciones directas de que 
trata el inciso 2o del presente artículo, sean inferiores al 50% del promedio anual, en pesos constantes de 2010, de 
las asignaciones directas causadas menos descuentos de ley entre los años 2007 y 2010; y durante el período 
comprendido entre los años 2015 y 2020, sean inferiores al 40% del promedio anual, en pesos constantes de 2010, 
de las asignaciones directas causadas menos descuentos de ley entre los años 2007 y 2010; el departamento, 
municipio o distrito, podrá utilizar los recursos de la asignación del departamento respectivo en el Fondo de Desarrollo 
Regional, hasta alcanzar dicho porcentaje o hasta agotar los recursos del departamento en el mencionado Fondo, lo 
que ocurra primero.  

PARÁGRAFO 3o. TRANSITORIO. En el primer año de operación del Sistema General de Regalías, se destinará un 
veinticinco por ciento (25%) de sus recursos al Fondo de Ahorro y Estabilización.  

Durante el período 2012-2014, una quinta parte de los recursos anuales del Fondo de Ahorro y Estabilización se 
destinará a las asignaciones directas de que trata el inciso 2o del presente artículo.  

PARÁGRAFO 4o. TRANSITORIO. El Gobierno Nacional contará con un término de tres (3) meses contados a partir de 
la fecha de promulgación del presente acto legislativo, para radicar ante el Congreso de la República el proyecto de 
ley a la que se refiere el inciso 2o del artículo anterior, que ajuste el régimen de regalías al nuevo marco 
constitucional.  

Una vez radicado el proyecto de ley a que se refiere el inciso anterior, el Congreso de la República contará con un 
término que no podrá exceder de nueve (9) meses para su aprobación. Si vencido este término no se ha expedido la 
ley por parte del Congreso, se faculta por un (1) mes al Presidente de la República para expedir decretos con fuerza 
de ley para regular la materia.  

PARÁGRAFO 5o. TRANSITORIO. El Sistema General de regalías regirá a partir de 1o de enero de 2012. Si para esta 
fecha no ha entrado en vigencia la ley de que trata el inciso 2o del artículo anterior, el Gobierno Nacional garantizará 
la operación del Sistema mediante decretos transitorios con fuerza de ley, que expedirá a más tardar el 31 de 
diciembre de 2011.  

PARÁGRAFO 6o. TRANSITORIO. Para asegurar la ejecución de los recursos en la vigencia 2012, el Gobierno Nacional 
expedirá el presupuesto del Sistema General de Regalías para la citada vigencia fiscal, mediante un decreto con 
fuerza de ley.  

ARTÍCULO 3o. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. El presente acto legislativo rige a partir de la fecha de su promulgación.  
 

2. Decisión 

Declarar EXEQUIBLE el Acto Legislativo 5 de 2011, “Por el cual se constituye el Sistema 
General de Regalías, se modifican los artículos 360 y 361 de la Constitución Política y se dictan 
otras disposiciones sobre el Régimen de regalías y Compensaciones”, por los cargos analizados 
en esta sentencia.  
 
3. Síntesis de los fundamentos  

La Corte encontró que en el presente caso, la demanda cumplía con la carga argumentativa 
mayor exigida cuando se trata de impugnar un acto reformatorio de la Constitución, dado el 
carácter restrictivo del control que esta Corporación puede ejercer sobre los vicios de 
competencia, esto es, si el acto legislativo configura una sustitución de la Carta Política 
excediendo los límites competenciales al poder de reforma.  
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En el caso concreto, la Corte determinó que la consagración de un modelo de Estado unitario 
con descentralización y autonomía de las entidades territoriales, constituye un elemento 
definitorio, un eje axial, que define la esencia de  nuestro modelo constitucional. Reiteró que, de 
conformidad con los principios fundamentales prescritos en la Constitución y los debates 
desarrollados por la Asamblea Nacional Constituyente, el núcleo esencial de la autonomía de las 
entidades territoriales está compuesto por el derecho de las entidades territoriales a gobernarse 
por autoridades propias, a gestionar sus propios intereses, ejercer las competencias que les 
correspondan, a establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, a 
participar en las rentas nacionales y a administrar sus recursos. Con estas prerrogativas el 
constituyente persigue tres finalidades fundamentales: (i) permitirles a las entidades territoriales 
cumplir sus funciones de acuerdo con la Constitución y la ley, (ii) planear y promover el 
desarrollo local y (iii) contribuir a la democratización de las decisiones económicas. Al mismo 
tiempo, recordó que la jurisprudencia ha precisado que la autonomía de las entidades 
territoriales para administrar los recursos varía según el origen de estos. Así, respecto de los 
recursos exógenos, la Corte ha señalado que el legislador puede intervenir en la definición de su 
destino, siempre y cuando se sujete al principio de proporcionalidad en relación con la 
autonomía territorial y “respete las prioridades constitucionales relativas a cada una de las 
distintas fuentes exógenas de financiación”. En cuanto a los recursos endógenos, la 
jurisprudencia constitucional ha resaltado que la intervención del legislador debe ser excepcional 
y perseguir un fin imperioso, como la defensa del patrimonio nacional cuando está seriamente 
amenazado o la protección de la estabilidad macroeconómica del país. 

A juicio de la Corte, las reformas introducidas por el Acto Legislativo 5 de 2011 a los artículos 
360 de la Constitución Política, no reemplazan ninguno de los elementos estructurales anteriores 
que conforman un eje definitorio del modelo constitucional colombiano y en consecuencia, no se 
configura sustitución alguna de la Carta de 1991 que desborde los límites de la competencia del 
constituyente derivado para reformar la Constitución. Vistos los antecedentes del acto 
legislativo, es claro que su finalidad fue corregir las inequidades del régimen anterior de 
distribución y administración de las regalías, que son recursos del Estado y evitar la incorrecta 
utilización y despilfarro de los mismos, enmarcada en objetivos constitucionales como la equidad 
y la prosperidad general. Para la Corte, la modificación de los artículos 360 y 361 del estatuto 
constitucional no desvirtúan en nada el núcleo esencial de la descentralización territorial, en la 
medida en que solamente efectúa ajustes en materia de administración, destinación y control de 
las regalías, con el fin de desarrollar de manera efectiva los principios y postulados consagrados 
en la Constitución de 1991, con la participación de los entes territoriales en las regalías y su 
destinación a actividades relacionadas con el desarrollo regional. Si bien es cierto que el acto 
legislativo introduce reformas que varían la distribución y destinación de las regalías, también lo 
es que la premisa de la que parte el demandante no es correcta, puesto que no es exacto que 
los recursos derivados de las regalías por la explotación de los recursos naturales no renovables 
sean de propiedad exclusiva de las entidades territoriales. En este punto, observó que es claro 
que tales recursos son del Estado globalmente considerado y que en las nuevas reglas 
establecidas por el constituyente se conservó la participación de las entidades territoriales en los 
recursos de las regalías y su destinación a fines de orden regional, así como advirtió, que las 
regalías no son la única fuente de recursos de que disponen los entes locales, de manera que la 
afectación que se produce en estos ingresos no resulta desproporcionada.    

La Corte reafirmó que el juicio de sustitución constitucional para determinar si un acto legislativo 
desborda los límites competenciales al poder de reforma de la Constitución no puede implicar un 
juicio material que no autoriza el artículo 241 de la Carta. No basta con afirmar que un 
determinado principio consagrado en la Constitución tiene el carácter de eje definitorio, 
estructural, axial del modelo constitucional, sino que debe demostrarse que se ha introducido un 
nuevo elemento esencial (premisa mayor) que reemplaza al originalmente adoptado por el 
constituyente (premisa menor) y por tanto, excede los límites del poder de reforma 
constitucional que no admite la sustitución del modelo constitucional.  

En el caso concreto, la Corte constató que el Congreso no excedió esos límites, sino que por el 
contrario, conservó y ratificó los componentes esenciales del núcleo de autonomía reconocido 
por el constituyente de 1991 a las entidades territoriales, razones por las cuales, procedió a 
declarar la exequibilidad del Acto Legislativo 5 de 2011, mediante el cual se constituye el 
Sistema General de Regalías y se modifican los artículos 360 y 361 de la Constitución Política. 
  
4. Salvamento y aclaración de voto 

El magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub se apartó de la decisión de exequibilidad 
anterior, toda vez que, en su concepto, el Acto Legislativo 5 de 2011 sustituye los principios de 



Comunicado No. 01. Corte Constitucional. Enero 23 de 2013                       5 

 
descentralización y autonomía de las entidades territoriales, que la Corte consideró como un eje 
definitorio, estructural y esencial de nuestro modelo constitucional.  

En primer lugar, el magistrado Pretelt Chaljub consideró que el acto legislativo lleva consigo 
una reducción significativa de los ingresos de inversión y gasto social de las entidades 
territoriales, al redireccionar su destino al ahorro pensional territorial (10%) y a la estabilización 
(30%), sin que tal medida haya sido acompañada de una disminución de las funciones en 
cabeza de los municipios, distritos y departamentos, o de medidas dirigidas a elevar otras 
fuentes de recursos. Advirtió que el pago de la seguridad social constituye un gasto de 
funcionamiento, específicamente un gasto de personal y de otro, los recursos de “ahorro y 
estabilización” son precisamente ahorros que se realizarán a partir de los recursos de las 
regalías destinados a finalidades de orden macroeconómico y no de inversión y gasto social en 
las entidades territoriales. En segundo lugar, esta reforma constitucional implica la inclusión 
de la Nación entre los beneficiarios de las regalías, al destinarse a favorecer la estabilidad 
macroeconómica de las finanzas del gobierno central. En tercer lugar, la reforma, 
deliberadamente, da prioridad a la estabilidad macroeconómica y la sostenibilidad financiera del 
gobierno central, por encima del gasto y la inversión social, particularmente para la atención 
inmediata de las necesidades básicas insatisfechas de la población más pobre y vulnerable. De 
esta forma, la preocupación del Gobierno Nacional –en la que se inscribe el acto legislativo- del 
saneamiento de las finanzas centrales, se regula a costa del gasto social y de los recursos de 
inversión de las regiones. Observó que no había evidencia de que el control de la inflación y el 
aumento de la inversión extranjera se traducirán necesariamente en la mejor distribución de los 
recursos y en el mejoramiento de la calidad de vida de esa población. Por último, afirmó que el 
acto legislativo limita  drásticamente el derecho de las entidades territoriales a establecer sus 
prioridades de desarrollo, gestionar sus intereses y administrar sus recursos. Esto ocurre en 
virtud de que los proyectos a financiar por el Sistema General de Regalías serán elegidos por 
órganos colegiados con amplia participación del Gobierno Nacional. Adicionalmente, sujeta 
explícitamente los proyectos a financiar al Plan Nacional de Desarrollo y en ese orden, a las 
prioridades del poder central.  

A juicio del magistrado disidente, los cambios introducidos a los artículos 360 y 361 de la 
Constitución desnaturalizan los principios de autonomía y descentralización, si se tiene en 
cuenta que las regalías son uno de los recursos principales de las entidades territoriales y por 
tanto dependen de estos para el cumplimiento de sus fines, especialmente con los sectores más 
vulnerables. Afirmó que la entrega del producto de las regalías únicamente a las entidades 
territoriales fue una garantía institucional prevista por el constituyente con el fin de hacer 
posible la descentralización, específicamente, para asegurar que las entidades territoriales 
atendieran adecuadamente sus funciones en materia de salud, educación, vivienda, 
saneamiento básico, servicios públicos domiciliarios, etc. 

Por lo expuesto, el Acto Legislativo 5 de 2011 ha debido ser declarado inexequible por exceder 
el límite competencial al poder de reforma constitucional que constituye la autonomía y 
descentralización territorial, reemplazados en sus elementos esenciales y por tanto, sustituyendo 
el modelo constitucional adoptado por el constituyente de 1991. 

El magistrado Mauricio González Cuervo anunció la presentación de una aclaración de voto, 
toda vez que está de acuerdo en que existen límites al ejercicio del poder constituyente en 
cabeza de sus titulares, pero con base en normas que se derivan del orden internacional 
imperativo, no de los ejes axiales de la Constitución. Afirmó que esos parámetros 
internacionales, por la vía del bloque de constitucionalidad, son límites a la soberanía y por 
tanto, de la excelsa expresión en el poder constituyente. La existencia de estos límites precisos 
permite adelantar un juicio de control de las reformas constitucionales si se transgrede ese 
orden imperativo. Por ello había sido partidario de la inhibición, en la medida que no existen 
parámetros preestablecidos y resulta complejo analizar la aptitud de la demanda de 
inconstitucionalidad y la racionalidad de lo que es un eje axial, el cual ha sostenido la Corte se 
define en cada caso, con el riesgo de caer en un decisionismo y en un control material de la 
reforma constitucional no atribuido por la Carta Política, así como en la intangibilidad y 
petrificación del texto constitucional.  

 
LA CORTE CONSTITUCIONAL DECLARÓ INEXEQUIBLE LA LEY 1520 DE 2012 “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE IMPLEMENTAN COMPROMISOS ADQUIRIDOS POR VIRTUD DEL ACUERDO DE PROMOCIÓN 

COMERCIAL SUSCRITO ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA Y 

SU "PROTOCOLO MODIFICATORIO, EN EL MARCO DE LA POLÍTICA DE COMERCIO EXTERIOR”, POR LA 
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FALTA DE COMPETENCIA COMISIONES SEGUNDAS DE SENADO Y CÁMARA DE REPRESENTANTES PARA 

APROBARLA EN PRIMER DEBATE  

 

   
  II.       EXPEDIENTE D-9107   -   SENTENCIA  C-011/13 
             M.P. Alexei Julio Estrada 
 

 
1. Norma acusada 

LEY 1520 DE 2012 
(Abril 13) 

Por medio de la cual se implementan compromisos adquiridos por virtud del Acuerdo de Promoción Comercial suscrito entre la República de Colombia y 
los Estados Unidos de América y su Protocolo Modificatorio, en el marco de la política de comercio exterior e integración económica 

Artículo 1°. Objeto. 

Implementar compromisos adquiridos por la República de Colombia en virtud del "Acuerdo de Promoción Comercial con los Estados Unidos de América, 
sus cartas adjuntas y sus entendimientos", suscrito en Washington el 22 de noviembre de 2006 y el Protocolo Modificatorio al "Acuerdo de Promoción 

Comercial con los Estados Unidos de América", firmado en Washington, Distrito de Columbia, el 28 de junio de 2007, y la carta adjunta de la misma 
fecha, aprobados por el Congreso de la República de Colombia mediante Ley 1143 del 4 de julio de 2007 y Ley 1166 del 21 de noviembre de 2007, 

respectivamente.  

Artículo 2°. 

El artículo 8° de la Ley 23 de 1982 quedará así:  

"Artículo 61 (Sic) . Para los efectos de la presente ley se entiende por:  

Autor.  

Persona física que realiza la creación intelectual.  

Artista intérprete o ejecutante.  

Es el actor, cantante, músico, bailarín u otra persona que represente un papel, cante, recite, declame, interprete o ejecute en cualquier forma obras 

literarias o artísticas o expresiones del folclore.  

Comunicación al público de una interpretación o ejecución o de un fonograma.  

Para los efectos de los artículos 166 y 173 de la presente ley, es la transmisión al público, por cualquier medio que no sea la radiodifusión, de sonidos 
de una interpretación o ejecución o los sonidos o las representaciones de sonidos fijadas en un fonograma. Para los efectos de los derechos 

reconocidos a los artistas intérpretes o ejecutantes y productores de fonogramas, la "comunicación al público" incluye también hacer que los sonidos o 
las representaciones de sonidos fijados en un fonograma resulten audibles al público.  

Copia o ejemplar.  

Soporte material que contiene la obra, como resultado de un acto de reproducción.  

Derechohabiente.  

Persona natural o jurídica a quien por cualquier título se transmiten derechos reconocidos en la presente ley.  

Distribución al público.  

Puesta a disposición del público del original o copias de la obra mediante su venta, alquiler, préstamo o de cualquier otra forma.  

Divulgación.  

Hacer accesible la obra al público por cualquier medio o procedimiento.  

Emisión.  

Difusión a distancia de sonidos o de imágenes y sonidos para su recepción por el público.  

Fijación.  

Incorporación de signos, sonidos o imágenes, o de la representación de estos, a partir de la cual puedan percibirse, reproducirse o comunicarse 
mediante un dispositivo.  

Fonograma.  

Toda fijación de los sonidos de una interpretación o ejecución o de otros sonidos, o de una representación de sonidos que no sea en forma de una 
fijación incluida en una obra cinematográfica o audiovisual.  

Grabación efímera.  

Fijación sonora o audiovisual de una representación o ejecución o de una emisión de radiodifusión, realizada por un período transitorio por un 

organismo de radiodifusión, utilizando sus propios medios, y empleada en sus propias emisiones de radiodifusión.  

Información sobre la gestión de derechos.  

Información que identifica la obra, interpretación o ejecución o fonograma; al autor de la obra, al artista intérprete o ejecutante de la interpretación o 
ejecución, o al productor del fonograma; o al titular de cualquier derecho sobre la obra, interpretación o ejecución o fonograma; o información sobre 
los términos y condiciones de utilización de las obras, interpretaciones o ejecuciones o fonogramas; o cualquier número o código que represente dicha 

información, cuando cualquiera de estos elementos estén adjuntos a un ejemplar de la obra, interpretación o ejecución o fonograma o figuren en 
relación con la comunicación o puesta a disposición al público de una obra, interpretación o ejecución o fonograma. 

Lucro 

. Ganancia o provecho que se saca de algo. 

Medida tecnológica efectiva.  

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=38371#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=38364#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3431#8
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Cualquier tecnología, dispositivo o componente que, en el curso normal de su operación, controla el acceso a una obra, interpretación o ejecución o 

fonograma protegidos, o que protege cualquier derecho de autor o cualquier derecho conexo al derecho de autor. 

Obra.  

Toda creación intelectual original de naturaleza artística, científica o literaria, susceptible de ser divulgada o reproducida en cualquier forma.  

Obra anónima.  

Aquella en que no se menciona el nombre del autor; por voluntad del mismo, o por ser ignorado.  

Obra audiovisual.  

Toda creación expresada mediante una serie de imágenes asociadas, con o sin sonorización incorporada, que esté destinada esencialmente a ser 

mostrada a través de aparatos de proyección o cualquier otro medio de comunicación de la imagen y de sonido, independientemente de las 
características del soporte material que la contiene.  

Obra colectiva.  

La que sea producida por un grupo de autores, por iniciativa y bajo la orientación de una persona natural o jurídica que la coordine, divulgue y 
publique bajo su nombre.  

Obra derivada.  

Aquella que resulte de la adaptación, traducción u otra transformación de una originaria, siempre que constituya una creación autónoma.  

Obra en colaboración.  

La que sea producida, conjuntamente, por dos o más personas naturales cuyos aportes no puedan ser separados.  

Obra individual.  

La que sea producida por una sola persona natural.  

Obra inédita.  

Aquella que no haya sido dada a conocer al público.  

Obra originaria.  

Aquella que es primitivamente creada.  

Obra póstuma.  

Aquella que haya sido dada a la publicidad solo después de la muerte de su autor.  

Obra seudónima.  

Aquella en que el autor se oculta bajo un seudónimo que no lo identifica.  

Organismo de radiodifusión.  

Empresa de radio o televisión que transmite programas al público.  

Productor.  

Persona natural o jurídica que tiene la iniciativa, la coordinación y la responsabilidad en la producción de la obra, por ejemplo, de la obra audiovisual o 
del programa de ordenador.  

Productor de fonogramas.  

Es la persona natural o jurídica que toma la iniciativa y tiene la responsabilidad de la primera fijación de los sonidos de una interpretación o ejecución u 
otros sonidos o las representaciones de sonidos.  

Publicación.  

Producción de ejemplares puestos al alcance del público con el consentimiento del titular del respectivo derecho, siempre que la disponibilidad de tales 

ejemplares permita satisfacer las necesidades razonables del público, teniendo en cuenta la naturaleza de la obra.  

Publicación de una interpretación  

o ejecución o de un fonograma. Es la oferta al público de copias de la interpretación o ejecución o del fonograma con el consentimiento del titular del 

derecho y siempre que los ejemplares se ofrezcan al público en cantidad razonable.  

Radiodifusión.  

Transmisión al público por medios inalámbricos o por satélite de los sonidos o sonidos e imágenes, o representaciones de los mismos; incluyendo la 
transmisión inalámbrica de señales codificadas, donde el medio de decodificación es suministrado al público por el organismo de radiodifusión o con su 
consentimiento; "radiodifusión" no incluye las transmisiones por las redes de computación o cualquier transmisión en donde tanto el lugar como el 

momento de recepción pueden ser seleccionados individualmente por miembros del público.  

Retransmisión.  

Remisión de una señal o de un programa recibido de otra fuente, efectuada por difusión inalámbrica de signos, sonidos o imágenes, o mediante hilo, 
cable, fibra óptica u otro procedimiento análogo.  

Titularidad.  

Calidad del titular de derechos reconocidos por la presente ley".  

Artículo 3°. 

La Ley 23 de 1982 tendrá un artículo nuevo 10A el cual quedará así:  

"Artículo 10A. En los procedimientos civiles, administrativos y penales relativos al derecho de autor y los derechos conexos se presumirá, en ausencia 

de prueba en contrario, que la persona natural o jurídica cuyo nombre es indicado de la manera usual, es el titular de los derechos de la obra, 
interpretación o ejecución o fonograma. También se presume que, en ausencia de prueba en contrario, el derecho de autor o derecho conexo subsiste 
en relación con la obra, interpretación o ejecución o fonogramas".  

Artículo 4°. 

El artículo 11 de la Ley 23 de 1982 quedará así:  

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3431#10A
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3431#11
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"Artículo 11. De acuerdo con los artículos 61 y 71 de la Constitución Política de Colombia, será protegida la propiedad literaria y artística como 

propiedad transferible, por el tiempo de la vida del autor y ochenta años más, mediante las formalidades que prescriba la ley.  

Esta ley protege las obras, interpretaciones, ejecuciones, fonogramas y emisiones de organismos de radiodifusión de los colombianos y extranjeros 

domiciliados en Colombia o publicadas por primera vez en el país.  

Los extranjeros no domiciliados en Colombia gozarán de la protección de esta ley de conformidad con los tratados internacionales a los cuales Colombia 
está adherida o cuando las leyes nacionales del otro país impliquen reciprocidad efectiva en la protección de los derechos consagrados a los autores, 

intérpretes, ejecutantes, productores de fonogramas y organismos de radiodifusión colombianos en dichos países.  

Parágrafo 

. Cuando la protección de un fonograma o una interpretación o ejecución fijada en un fonograma se otorgue en virtud del criterio de primera 
publicación o fijación, se considerará que dicha interpretación, ejecución o fonograma es publicada por primera vez en Colombia, cuando la publicación 
se realice dentro de los 30 días siguientes a la publicación inicial en otro país".  

Artículo 5°. 

El artículo 12 de la Ley 23 de 1982 quedará así:  

"Artículo 12. El autor o, en su caso, sus derechohabientes, tienen sobre las obras literarias y artísticas el derecho exclusivo de autorizar, o prohibir:  

a) La reproducción de la obra bajo cualquier manera o forma, permanente o temporal, mediante cualquier procedimiento incluyendo el almacenamiento 

temporal en forma electrónica;  

b) La comunicación al público de la obra por cualquier medio o procedimiento, ya sean estos alámbricos o inalámbricos, incluyendo la puesta a 
disposición al público, de tal forma que los miembros del público puedan tener acceso a ella desde el lugar y en el momento que cada uno de ellos 

elija;  

c) La distribución pública del original y copias de sus obras, mediante la venta o a través de cualquier forma de transferencia de propiedad;  

d) La importación de copias hechas sin autorización del titular del derecho por cualquier medio, incluyendo la transmisión por medios electrónicos, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la Decisión Andina 351 de 1993;  

d) El alquiler comercial al público del original o de los ejemplares de sus obras.  

La traducción, adaptación, arreglo u otra transformación de la obra".  

Artículo 6°. 

El artículo 27 de la Ley 23 de 1982, quedará así:  

"Artículo 27. En todos los casos en que una obra literaria o artística tenga por titular una persona jurídica, el plazo de protección será de 70 años 
contados a partir del final del año calendario de la primera publicación autorizada de la obra.  

Si dentro de los 50 años siguientes a la creación de la obra no ha existido publicación autorizada, el plazo de protección será de 70 años a partir del 
final del año calendario de la creación de la obra".  

Artículo 7°.  

El artículo 165 de la Ley 23 de 1982 quedará así:  

"Artículo 165. La protección ofrecida por las normas de este capítulo no afectará en modo alguno la protección del derecho del autor sobre las obras 
literarias, científicas y artísticas consagradas por la presente ley. En consecuencia ninguna de las disposiciones contenidas en él podrá interpretarse en 
menoscabo de esa protección.  

A fin de no establecer ninguna jerarquía entre el derecho de autor, por una parte, y los derechos de los artistas, intérpretes o ejecutantes y 
productores de fonogramas, por otra parte, en aquellos casos en donde sea necesaria la autorización tanto del autor de una obra contenida en un 

fonograma como del artista intérprete o ejecutante o productor titular de los derechos del fonograma, el requerimiento de la autorización del autor no 
deja de existir debido a que también se requiera la autorización del artista intérprete o ejecutante o del productor de fonogramas. 

Así mismo, en aquellos casos en donde sea necesaria la autorización tanto del autor de una obra contenida en un fonograma como del artista 

intérprete o ejecutante o del productor titular de los derechos del fonograma, el requerimiento de la autorización del artista intérprete o ejecutante o 
productor de fonogramas no deja de existir debido a que también se requiera la autorización del autor". 

Artículo 8°. 

El artículo 166 de la Ley 23 de 1982 quedará así: 

"Artículo 166. Los artistas intérpretes o ejecutantes, o sus representantes, tienen respecto de sus interpretaciones o ejecuciones el derecho exclusivo 

de autorizar o prohibir: 

a) La radiodifusión y la comunicación al público de sus interpretaciones o ejecuciones no fijadas, excepto cuando la interpretación o ejecución 

constituya por sí misma una ejecución o interpretación radiodifundida; 

b) La fijación de sus ejecuciones o interpretaciones no fijadas;  

c) La reproducción de sus interpretaciones o ejecuciones fijadas por cualquier manera o forma, permanente o temporal, mediante cualquier 

procedimiento incluyendo el almacenamiento temporal en forma electrónica;  

d) La distribución pública del original y copias de sus interpretaciones o ejecuciones fijadas en fonograma, mediante la venta o a través de cualquier 

forma de transferencia de propiedad; 

e) El alquiler comercial al público del original y de los ejemplares de sus interpretaciones o ejecuciones fijadas en fonogramas, incluso después de su 

distribución realizada por el artista intérprete o ejecutante o con su autorización; 

f) La puesta a disposición al público de sus interpretaciones o ejecuciones fijadas en fonogramas, de tal forma que los miembros del público puedan 
tener acceso a ella desde el lugar y en el momento que cada uno de ellos elija". 

Artículo 9°. 

El artículo 172 de la Ley 23 de 1982, quedará así: 

"Artículo 172. El productor de fonogramas tiene el derecho exclusivo de autorizar o prohibir: 

a) La reproducción del fonograma por cualquier manera o forma, temporal o permanente, mediante cualquier procedimiento incluyendo el 
almacenamiento temporal en forma electrónica; 

b) La distribución pública del original y copias de sus fonogramas, mediante la venta o a través de cualquier forma de transferencia de propiedad; 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3431#12
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3431#27
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3431#165
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3431#166
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Comunicado No. 01. Corte Constitucional. Enero 23 de 2013                       9 

 
c) El alquiler comercial al público del original y de los ejemplares de sus fonogramas incluso después de su distribución realizada por ellos mismos o con 

su autorización; 

d) La puesta a disposición al público de sus fonogramas, de tal forma que los miembros del público puedan tener acceso a ellos desde el lugar y en el 

momento que cada uno de ellos elija".  

Artículo 10. 

El artículo 2° de la Ley 44 de 1993 que modifica el artículo 29 de la Ley 23 de 1982, quedará así: 

"Artículo 2°. Los derechos consagrados a favor de los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de 
radiodifusión tendrán la siguiente duración: 

Cuando el titular sea persona natural, la protección se dispensará durante su vida y ochenta años más a partir de su muerte. 

Cuando el titular sea persona jurídica, el plazo de protección será de 70 años contados a partir: 

Del final del año calendario de la primera publicación autorizada de la interpretación, ejecución o del fonograma. A falta de tal publicación autorizada 

dentro de los 50 años contados a partir de la realización de la interpretación, ejecución, o del fonograma, el plazo será de 70 años a partir del final del 
año calendario en que se realizó la interpretación o ejecución o el fonograma. 

Del final del año calendario en que se haya realizado la primera emisión de su radiodifusión". 

Artículo 11. Supresión de la Licencia de Reproducción. 

Suprímase la licencia de reproducción ante la Dirección Nacional de Derecho de Autor de que tratan los artículos 58 a 71 de la Ley 23 de 1982. 

Artículo 12. 

Las limitaciones y excepciones que se establezcan en materia de derecho de autor y derechos conexos, se circunscribirán a aquellos casos especiales 

que no atenten contra la normal explotación de las obras o no causen perjuicio injustificado a los legítimos intereses del titular o titulares de los 
derechos. 

Artículo 13. 

No obstante la posibilidad que tiene el Estado de establecer limitaciones y excepciones a los derechos exclusivos previstos en la legislación nacional 
sobre derecho de autor y derechos conexos, no se permite la retransmisión a través de Internet de señales de televisión, sean terrestres, por cable o 

por satélite sin la autorización del titular o titulares del derecho del contenido de la señal y, si es del caso, de la señal. 

Artículo 14. 

Independientemente de que concurra una infracción al derecho de autor o a los derechos conexos, incurrirá en responsabilidad civil y deberá 
indemnizar los perjuicios que ocasione quien realice cualquiera de las siguientes conductas: 

a) Sin autorización eluda las medidas tecnológicas efectivas impuestas para controlar el acceso o los usos no autorizados de las obras, interpretaciones 

artísticas o ejecuciones, fonogramas o emisiones radiodifundidas; 

b) Fabrique, importe, distribuya, ofrezca al público, proporcione o de otra manera comercialice dispositivos, productos o componentes, u ofrezca al 

público o proporcione servicios que, respecto de cualquier medida tecnológica efectiva: 

Sean promocionados, publicitados o comercializados con el propósito de eludir dicha medida; o 

Tengan un limitado propósito o un uso comercial significativo, diferente al de eludir dicha medida; o 

Sean diseñados, producidos, ejecutados principalmente con el fin de permitir o facilitar la elusión de dicha medida; 

c) Suprima o altere cualquier información sobre la gestión de derechos; 

d) Distribuya o importe para su distribución, información sobre gestión de derechos sabiendo que dicha información ha sido suprimida o alterada sin 
autorización; 

e) Distribuya, importe para su distribución, transmita, comunique o ponga a disposición del público copias de las obras, interpretaciones o ejecuciones 
o fonogramas, sabiendo que la información sobre gestión de derechos ha sido suprimida o alterada sin autorización.  

Parágrafo. 

Salvo orden judicial, ninguna autoridad administrativa podrá requerir que el diseño o la selección de las partes y componentes para un producto de 
consumo electrónico, de telecomunicaciones o de computación, responda a una medida tecnológica en particular, a condición de que dicho producto no 

viole de alguna otra forma las disposiciones estipuladas en este artículo. 

Artículo 15. 

Las siguientes son excepciones a la responsabilidad consagrada en los literales a y b del artículo anterior y será aplicada en consonancia con los 

parágrafos de este artículo. 

a) Actividades no infractoras de ingeniería inversa respecto a la copia de un programa de computación obtenida legalmente, realizadas de buena fe con 

respecto a los elementos particulares de dicho programa de computación que no han estado a la disposición inmediata de la persona involucrada en 
dichas actividades, con el único propósito de lograr la interoperabilidad de un programa de computación creado independientemente con otros 
programas;  

b) Actividades de buena fe no infractoras, realizadas por un investigador apropiadamente calificado que haya obtenido legalmente una copia, 
interpretación o ejecución no fijada o muestra de una obra, interpretación o ejecución o fonograma, y que haya hecho un esfuerzo de buena fe por 

obtener autorización para realizar dichas actividades, en la medida necesaria, y con el único propósito de identificar y analizar fallas y vulnerabilidades 
de las tecnologías para codificar y decodificar la información;  

c) La inclusión de un componente o parte con el único fin de prevenir el acceso de menores al contenido inapropiado en línea en una tecnología, 
producto, servicio o dispositivo que por sí mismo sea diferente de los mencionados en el literal b) del artículo 14 de la presente ley;  

d) Actividades de buena fe no infractoras autorizadas por el titular de una computadora, sistema de cómputo o red de cómputo con el único fin de 

probar, investigar o corregir la seguridad de dicha computadora, sistema de cómputo o red de cómputo;  

e) El acceso por parte de bibliotecas, archivos o instituciones educativas, sin fines de lucro, a una obra, interpretación o ejecución o fonograma a la 

cual no tendrían acceso de otro modo, con el único fin de tomar decisiones sobre adquisiciones;  

f) Actividades no infractoras con el único fin de identificar y deshabilitar la capacidad de realizar de manera no divulgada la recolección o difusión de 
datos de identificación personal que reflejen las actividades en línea de una persona natural, de manera que no tenga otro efecto en la capacidad de 

cualquier persona de obtener acceso a cualquier obra;  

g) Usos no infractores de una obra, interpretación o ejecución o fonograma, en una clase particular de obras determinadas por la ley y teniendo en 

cuenta la existencia de evidencia sustancial de un impacto adverso real o potencial en aquellos usos no infractores. El Gobierno Nacional hará una 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3429#2
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revisión periódica de dicho impacto, en intervalos de no más de cuatro años, para determinar la necesidad y conveniencia de presentar al Congreso de 

la República un proyecto de ley en que se consagren los usos no infractores que han de ser objeto de la excepción prevista en este literal;  

h) La actividad legalmente autorizada de investigación, protección, seguridad de la información o inteligencia, llevada a cabo por empleados, agentes o 

contratistas del Gobierno. Para los efectos de este literal, el término "seguridad de la información" significa actividades llevadas a cabo para identificar y 
abordar la vulnerabilidad de una computadora, un sistema de cómputo o una red de cómputo gubernamentales.  

Parágrafo 1°. 

Todas las excepciones a las conductas establecidas en el presente artículo aplican para las medidas tecnológicas efectivas que controlen el acceso a 
una obra, interpretación, ejecución o fonograma.  

Parágrafo 2°. 

A las actividades relacionadas en el artículo 252 bis literal b), cuando se refieran a medidas tecnológicas que controlen el acceso a una obra, 
interpretación, ejecución o fonograma, solo se aplicarán las excepciones establecidas en los literales a), b), c), d) del presente artículo.  

Parágrafo 3°. 

A las actividades relacionadas en el artículo 252 bis literal b), cuando se refieran a medidas tecnológicas que controlen usos no autorizados de una 

obra, interpretación, ejecución o fonograma, solo se aplicará la excepción establecida en el literal a) del presente artículo.  

Artículo 16. 

El artículo 2° de la Ley 1032 de 2006 que reformó el artículo 271 de la Ley 599 de 2000, quedará así:  

"Artículo 2°. Violación a los derechos patrimoniales de autor y derechos conexos. Incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de 
veintiséis punto sesenta y seis (26.66) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes quien, salvo las excepciones previstas en la ley, sin 

autorización previa y expresa del titular de los derechos correspondientes:  

Por cualquier medio o procedimiento, reproduzca una obra de carácter literario, científico, artístico o cinematográfico, fonograma, videograma, soporte 

lógico o programa de ordenador, o, quien transporte, almacene, conserve, distribuya, importe, exporte, venda, ofrezca, adquiera para la venta o 
distribución, o suministre a cualquier título dichas reproducciones.  

Represente, ejecute o exhiba públicamente obras teatrales, musicales, fonogramas, videogramas, obras cinematográficas, o cualquier otra obra de 

carácter literario o artístico.  

Alquile o, de cualquier otro modo, comercialice fonogramas, videogramas, programas de ordenador o soportes lógicos u obras cinematográficas.  

Fije, reproduzca o comercialice las representaciones públicas de obras teatrales o musicales.  

Disponga, realice o utilice, por cualquier medio o procedimiento, la comunicación, fijación, ejecución, exhibición, comercial ización, difusión o 
distribución y representación de una obra de las protegidas en este título.  

Retransmita, fije, reproduzca o, por cualquier medio sonoro o audiovisual, divulgue las emisiones de los organismos de radiodifusión.  

Recepcione, difunda o distribuya por cualquier medio las emisiones de la televisión por suscripción".  

Artículo 17. 

El artículo 3° de la Ley 1032 de 2006 que modificó el artículo 272 de la Ley 599 de 2000, quedará así:  

"Artículo 3°. Violación a los mecanismos de protección de derecho de autor y derechos conexos, y otras defraudaciones. Incurrirá en prisión de cuatro 
(4) a ocho (8) años y multa de veintiséis punto sesenta y seis (26.66) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, quien con el fin de 
lograr una ventaja comercial o ganancia económica privada, actuando sin autorización de los titulares de derecho de autor y derechos conexos y salvo 

las excepciones previstas en la ley:  

1. Eluda las medidas tecnológicas efectivas impuestas para controlar el acceso o los usos no autorizados de las obras, interpretaciones artísticas o 

ejecuciones, fonogramas o emisiones radiodifundidas.  

2. Fabrique, importe, distribuya, ofrezca al público, proporcione o de otra manera comercialice dispositivos, productos o componentes, u ofrezca al 
público o proporcione servicios que, respecto de cualquier medida tecnológica efectiva:  

Sean promocionados, publicitados o comercializados con el propósito de eludir dicha medida; o tengan un limitado propósito o uso comercialmente 
significativo diferente al de eludir dicha medida; o sean diseñados, producidos, ejecutados principalmente con el fin de permitir o facilitar la elusión de 

dicha medida.  

3. Suprima o altere cualquier información sobre la gestión de derechos.  

4. Distribuya o importe para su distribución información sobre gestión de derechos sabiendo que dicha información ha sido suprimida o alterada sin 

autorización.  

5. Distribuya, importe para su distribución, transmita, comunique o ponga a disposición del público copias de las obras, interpretaciones o ejecuciones o 

fonogramas, sabiendo que la información sobre gestión de derechos ha sido suprimida o alterada sin autorización.  

6. Fabrique, ensamble, modifique, importe, exporte, venda, arriende o distribuya por otro medio un dispositivo o sistema tangible o intangible, a 
sabiendas o con razones para saber que la función principal del dispositivo o sistema es asistir en la descodificación de una señal codificada de satélite 

portadora de programas codificados sin la autorización del distribuidor legítimo de dicha señal.  

7. Recepcione o posteriormente distribuya una señal de satélite portadora de un programa que se originó como señal por satélite codificada a 

sabiendas de que ha sido descodificada sin la autorización del distribuidor legítimo de la señal.  

8. Presente declaraciones o informaciones destinadas directa o indirectamente al pago, recaudación, liquidación o distribución de derechos económicos 

de autor o derechos conexos, alterando o falseando, por cualquier medio o procedimiento, los datos necesarios para estos efectos.  

Parágrafo. 

Los numerales 1 a 5 de este artículo no serán aplicables cuando se trate de una biblioteca sin ánimo de lucro, archivo, institución educativa u 

organismo público de radiodifusión no comercial".  

Artículo 18. 

Las disposiciones de los artículos anteriores se aplicarán a todas las obras, interpretaciones, ejecuciones, fonogramas y emisiones de organismos de 
radiodifusión que, al momento de la entrada en vigencia de la presente ley no hayan pasado al dominio público.  

Artículo 19. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 33 de la Constitución Política, las autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales y las 
autoridades judiciales competentes para resolver los procesos de infracción en materia de propiedad intelectual, estarán facultadas para ordenarle al 
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infractor que proporcione cualquier información que posea respecto de cualquier persona involucrada en la infracción, así como de los medios o 

instrumentos de producción o canales de distribución utilizados para ello. 

Artículo 20. 

En los procesos sobre infracciones al derecho de autor, los derechos conexos y las marcas, el juez estará facultado para ordenar que los materiales e 
implementos que hayan sido utilizados en la fabricación o creación de dichas mercancías pirateadas o falsificadas sean destruidas, a cargo de la parte 
vencida y sin compensación alguna, o en circunstancias excepcionales, sin compensación alguna, se disponga su retiro de los canales comerciales. 

En el caso de mercancías consideradas piratas o falsificadas, en la sentencia el juez deberá ordenar su destrucción, a cargo de quien resulte condenado 
en el proceso, a menos que el titular de derecho consienta en que se disponga de ellas de otra forma. En casos apropiados las mercancías de marcas 

falsificadas podrán ser donadas con fines de caridad para uso fuera de los canales de comercio, cuando la remoción de la marca elimine las 
características infractoras de la mercancía y la mercancía ya no sea identificable con la marca removida. En ningún caso los jueces podrán permitir la 
exportación de las mercancías falsificadas o pirateadas o permitir que tales mercancías se sometan a otros procedimientos aduaneros, salvo en 

circunstancias excepcionales. En relación con las mercancías de marca falsificadas, la simple remoción de la marca que fuera adherida ilegalmente no 
será suficiente para permitir que las mercancías ingresen en los canales comerciales. 

Artículo 21. 

El parágrafo del artículo 4° de la Ley 680 de 2001 que modificó el artículo 33 de la Ley 182 de 1995, quedará así: 

Parágrafo.  

En sábados, domingos y festivos el porcentaje de producción nacional será mínimo del 30% en los siguientes horarios:  

– De las 19:00 horas a las 22:30 horas (triple A). 

– De las 22:30 horas a las 24:00 horas. 

– De las 10:00 horas a las 19:00 horas. 

Artículo 22. Vigencia. 

La presente ley rige a partir de su publicación, deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

 

2. Decisión 

Declarar INEXEQUIBLE la Ley 1520 de 2012 “Por medio de la cual se implementan 
compromisos adquiridos por virtud del Acuerdo de Promoción Comercial suscrito entre la 
República de Colombia y los Estados Unidos de América y su Protocolo Modificatorio, en el 
marco de la política de comercio exterior  e integración económica”. 
 
3. Síntesis de los fundamentos  

La Corte Constitucional constató la existencia de un vicio en el procedimiento de formación de la 
Ley 1520 de 2012, consistente en la falta de competencia de las comisiones segundas del 
Senado de la República y de la Cámara de Representantes, para aprobar, en primer debate, la 
Ley 1520 de 2012, el cual condujo a la declaración de inexequibilidad de la mencionada ley.  

Después de verificar el contenido de la ley acusada, la Corte encontró que la materia 
predominante que la misma regula es la de derechos de autor y sus derechos conexos, 
mediante la modificación de la Ley 23 de 1982 “sobre derechos de autor” en diversos aspectos y 
del Código Penal en lo atinente a los delitos contra los derechos de autor y sus derechos 
conexos. Los Ministerios que presentaron la iniciativa legislativa en el Congreso de la República 
argumentaron en sus intervenciones en el proceso adelantado ante esta Corporación, así como 
aquellos que defienden la constitucionalidad del cuerpo normativo, que las comisiones segundas 
permanentes de las dos cámaras legislativas eran efectivamente competentes para dar 
aprobación en primer debate a la ley cuestionada, en tanto esta debía ser expedida en el marco 
de la implementación de los compromisos adquiridos por Colombia en virtud del Acuerdo de 
Promoción Comercial con los Estado Unidos de América, su Protocolo modificatorio y sus Cartas 
adjuntas. 

Al respecto, la Corte precisó que si bien no ponía en discusión que dicha ley fue expedida con el 
fin de implementar compromisos adquiridos por el Estado colombiano, con ocasión de la 
suscripción de dicho acuerdo, en todo caso, por ser los derechos de autor y sus derechos 
conexos la materia regulada por la Ley 1520 de 2012 y hacer parte junto con la propiedad 
industrial, del tema más amplio de la propiedad intelectual, debía ser aprobada en primer 
debate en las comisiones primeras constitucionales permanentes (art. 2º de la Ley Orgánica 3ª 
de 1992). Puso de presente que son dos aspectos claramente diferenciables: (i) el atinente al 
marco dentro el cual se adopta una regulación normativa, o el motivo en virtud del cual se 
procede a regular o a modificar determinada materia y (ii) aquel relativo a la materia regulada 
propiamente dicha, es decir, el tema predominante en determinado cuerpo normativo. Para la 
Corte, lo anterior se ve reforzado si se observa que las competencias temáticas obedecen a un 
criterio de especialidad, en la medida en que la comisión especializada en determinada materia 
va a ser más eficiente debido a su mayor cualificación por experticia para regularla. En el caso 
concreto, las comisiones primeras fueron expresamente designadas por la Ley 3ª de 1992 para 
dar primer debate a los proyectos de ley o de acto legislativo que versen sobre “propiedad 
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intelectual”. Las comisiones segundas, por su parte, se ocuparán de tramitar aquellas que 
guarden relación con “política internacional; defensa nacional y fuerza pública; tratados 
públicos; carrera diplomática y consular; comercio exterior e integración económica; política 
portuaria; relaciones parlamentarias, internacionales y supranacionales, asuntos diplomáticos no 
reservados constitucionalmente al Gobierno; fronteras; nacionalidad; extranjeros; migración; 
honores y monumentos públicos; servicio militar; zonas francas y de libre comercio; 
contratación internacional”. Esto significa que las áreas de especialización de estas últimas no 
tienen relación alguna con los derechos de autor, ni la propiedad intelectual y que, en esa 
medida, a pesar de haberse surtido en su seno los trámites de las leyes aprobatorias del 
Acuerdo Comercial con los Estado Unidos, su Protocolo modificatorio y su Carta adjunta, en 
virtud de los cuales se implementan algunos compromisos relativos a la propiedad intelectual, 
las comisiones competentes, por expresa disposición legal, eran las primeras y no dejan de serlo 
por el solo hecho de que las leyes aprobatorias de dichos instrumentos internacionales se hayan 
tramitado en primer debate por las comisiones segundas que no eran competentes para el 
efecto. Sobre esta materia, la Corte reiteró el precedente sentado en la sentencia C-975 de 
2002, en la cual se consideró que la falta de competencia de las comisiones permanentes 
constituye un vicio insubsanable en el procedimiento de formación de la ley, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 142 de la Constitución. 

Habida cuenta que con fundamento en los anteriores argumentos la Ley 1520 de 2013 debe ser 
declarada inexequible, la Corte no entró a examinar los otros cargos de inconstitucionalidad que 
se habían formulado en esta oportunidad contra la citada ley.  
 
4.  Salvamentos de voto 

Los magistrados Mauricio González Cuervo y Luis Guillermo Guerrero Pérez manifestaron 
su salvamento de voto respecto de esta decisión, como quiera que en su concepto, tanto las 
comisiones primeras permanentes de las cámaras legislativas como las comisiones segundas 
eran competentes para aprobar en primer debate la Ley 1520 de 2012. Observaron que si bien 
era cierto que varios de los remas desarrollados en esta se refieren a la propiedad intelectual, 
en particular, a los derechos de autor y conexos, el objeto de esta ley se encontraba enmarcado 
expresamente en asuntos relacionados con la política internacional, los tratados públicos y el 
comercio exterior, de modo que por contener diversidad de materias, podría haber sido 
presentada ante diferentes comisiones.    

A su juicio, en el presente caso debía darse aplicación al segundo parágrafo del artículo 2º de la 
Ley 3ª de 1992, el cual prescribe que |cuando el asunto no se encuentre claramente adscrito a 
una comisión constitucional permanente, el presidente de la respectiva cámara podrá enviar el 
proyecto a la que considere competente para conocer de materias afines, que fue lo que ocurrió 
en este caso. Resulta claramente razonable y no se muestra de ningún modo arbitrario o 
caprichos considerar que el desarrollo del Acuerdo Comercial con los Estado Unidos, su 
Protocolo modificatorio y su Carta adjunta, concierna a la política internacional, los tratados 
públicos y el comercio exterior. En su criterio, la Ley 1520 de 2012 había podido ser tramitada 
por cualquiera de las dos comisiones las primeras o las segundas sin que ello pueda 
considerarse como un vicio de forma insubsanable en el procedimiento legislativo. Por estas 
razones, consideraron que la ley demandada era exequible por este cargo y no se vulneraba en 
manera alguna el artículo 142 de la Carta Política.  
 
LA NOTIFICACIÓN DE LOS ACTOS DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA MEDIANTE AVISO Y EN EL 

PORTAL DE LA WEB DE LA DIAN, CUANDO HAYAN SIDO DEVUELTOS POR EL CORREO NO VULNERA EL 

DEBIDO PROCESO NI LA EFECTIVIDAD DE LOS DERECHOS Y DEBERES CONSTITUCIONALES 
 

   
  III.       EXPEDIENTE D-9195   -   SENTENCIA  C-012/13 
              M.P. Mauricio González Cuervo 
 

 
1. Norma acusada 

DECRETO 019 DE 2012 
(enero 10) 

Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes 
en la Administración Pública 

 



Comunicado No. 01. Corte Constitucional. Enero 23 de 2013                       13 

 
ARTÍCULO 58. NOTIFICACIONES DEVUELTAS POR EL CORREO. El artículo 568 del Estatuto Tributario, modificado por 
el artículo 47 de la Ley 1111 de 2006, quedará así: 

"ARTÍCULO 568. Notificaciones devueltas por el correo. Los actos administrativos enviados por correo, que por 

cualquier razón sean devueltos, serán notificados mediante aviso, con transcripción de la parte 
resolutiva del acto administrativo, en el portal web de la DIAN que incluya mecanismos de búsqueda 
por número identificación personal y, en todo caso, en un lugar de acceso al público de la misma 
entidad. La notificación se entenderá surtida para efectos de los términos de la administración, en la primera fecha 
de introducción al correo, pero para el contribuyente, el término para responder o impugnar se contará desde el día 
hábil siguiente a la publicación del aviso en el portal o de la corrección de la notificación. Lo anterior no se aplicará 
cuando la devolución se produzca por notificación a una dirección distinta a la informada en el RUT, en cuyo caso se 
deberá notificar a la dirección correcta dentro del término legal." 

ARTÍCULO 59. DIRECCION PARA NOTIFICACIONES. El artículo 563 del Estatuto Tributario quedará así: 

"ARTÍCULO 563. Dirección para notificaciones. La notificación de las actuaciones de la Administración Tributaria 
deberá efectuarse a la dirección informada por el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, en su 
última declaración de renta o de ingresos y patrimonio, según el caso, o mediante formato oficial de cambio de 
dirección; la antigua dirección continuará siendo válida durante los tres (3) meses siguientes, sin 
perjuicio de la validez de la nueva dirección informada. 

Cuando el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, no hubiere informado una dirección a la 
Administración de Impuestos, la actuación administrativa correspondiente se podrá notificar a la que establezca la 
Administración mediante verificación directa o mediante la utilización de guías telefónicas, directorios y en 
general de información oficial, comercial o bancaria. 

Cuando no haya sido posible establecer la dirección del contribuyente, responsable, agente retenedor o 
declarante, por ninguno de los medios señalados en el inciso anterior, los actos de la Administración le 
serán notificados por medio de la publicación en el portal de la web de la DIAN, que deberá incluir 
mecanismos de búsqueda por número identificación personal. 

 
ARTÍCULO 61. NOTIFICACIONES POR CORREO. Modifíquese el inciso tercero del artículo 567 del Decreto 2685 de 
1999, modificado por el artículo 56 del Decreto 1232 de 2001, el cual quedará así: 

"Las actuaciones notificadas por correo que por cualquier razón sean devueltas, serán notificadas 
mediante aviso en el portal web de la DIAN que deberá incluir mecanismos de búsqueda por número de 
identificación personal; la notificación se entenderá surtida para efectos de los términos de la administración, en la 
primera fecha de introducción al correo, pero para el responsable, el término para responder o impugnar se contará 
desde el día hábil siguiente a la publicación en el portal o de la corrección de la notificación. Lo anterior no se aplicará 
cuando la devolución se produzca por notificación a una dirección distinta a la informada en el RUT, en cuyo caso se 
deberá notificar a la dirección correcta dentro del término legal. 

Cuando no haya sido posible establecer la dirección del investigado por ninguno de los medios 
señalados anteriormente, los actos administrativos se deberán notificar mediante aviso en el portal 
web de la DIAN, que deberá incluir mecanismos de búsqueda por número de identificación personal." 

ARTÍCULO 62. NOTIFICACIONES DEVUELTAS POR CORREO. Modifíquese el inciso primero del artículo 18 del Decreto 
2245 de 2011, el cual quedará así: 

"Las actuaciones y actos administrativos enviados a notificar por correo que por cualquier razón sean 
devueltas, serán notificadas mediante aviso en el portal web de la DIAN, la notificación se entenderá surtida 
para efectos de los términos de la administración, en la primera fecha de introducción al correo, pero para el 
responsable, el término para responder o impugnar se contará desde el día hábil siguiente a la publicación en el 
portal. 

PARÁGRAFO. El inciso segundo del artículo 13 del Decreto 2245 de 2011, quedará así: "Cuando no haya sido 
posible establecer la dirección del investigado por ninguno de los medios señalados anteriormente, los 
actos administrativos se deberán notificar mediante aviso en el portal web de la DIAN". 
 

2. Decisión  

Declarar EXEQUIBLES las expresiones demandadas de los artículos 58, 59, 61 y 62 del Decreto 
Ley 019 de 2012, “por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, 
procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública”, por los cargos 
examinados en la presente sentencia. 

3. Síntesis de los fundamentos  

La Corte determinó que la publicación por aviso en la página web de la DIAN y en un lugar de 
acceso al público en la misma entidad cuando son devueltas las notificaciones por correo, no 
desconoce el debido proceso, el orden justo ni el deber de garantizar los derechos de las 
personas, ya que la previsión legal de este mecanismo de notificación: (i) es desarrollo de la 
potestad de configuración legislativa –en este caso del legislador extraordinario- en materia de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo/estatuto_tributario_pr024.html#568
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2006/ley_1111_2006_pr001.html#47
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo/estatuto_tributario_pr024.html#563
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1999/decreto_2685_1999_pr023.html#567
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/2011/decreto_2245_2011.html#18
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/2011/decreto_2245_2011.html#13
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procedimientos administrativos y del deber constitucional de contribución a la financiación de los 
gastos del Estado y la sociedad; ii) no significa un ejercicio arbitrario o desproporcionado de tal 
potestad de configuración de los procedimientos administrativos y de las notificaciones de las 
actuaciones de la administración, ya que solo se activa, como mecanismo subsidiario, a partir 
del incumplimiento de la carga razonable que recae en el contribuyente –o declarante, agente 
retenedor o responsable- de informar a la autoridad tributaria de la dirección en la que desea 
ser notificado.  

De igual manera, la Corte señaló que las notificaciones de las actuaciones administrativas 
tributarias a la antigua dirección durante tres meses, sin perjuicio de la validez de la nueva 
dirección informada y búsqueda de la dirección de un contribuyente que no ha registrado 
ninguna dirección, a través de guías y directorios, no desconoce el deber de diligencia del 
Estado ni el debido proceso, ya que: (i) es desarrollo de la potestad de configuración legislativa 
y del deber constitucional de contribución a los gastos del Estado y la sociedad; y (ii) contribuye 
a garantizar la efectiva y célere comunicación de los actos administrativos al contribuyente, 
razón por la cual no puede considerarse arbitraria ni desproporcionada. 

Por consiguiente, los cargos de inconstitucionalidad formulados contra algunas expresiones 
normativas de los artículos 58, 59, 61 y 61 del Decreto Ley 019 de 2012, no estaban llamados a 
prosperar, de manera que la Corte procedió a declarar su exequibilidad frente a los mismos.  
 
LA INEPTITUD DE LA DEMANDA POR LA FALTA DE CERTEZA EN EL CONTENIDO NORMATIVO QUE SE 

ACUSA, NO PERMITE A LA CORTE CONSTITUCIONAL PROCEDER A ADOPTAR UNA DECISIÓN DE FONDO 

SOBRE SU CONFORMIDAD CON LA CARTA POLÍTICA 
 

   
  IV.      EXPEDIENTE D-9162   -   SENTENCIA  C-013/13 
            M.P. María Victoria Calle Correa 
 

 
1. Norma acusada 

DECRETO 019 DE 2012 
(enero 10) 

Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes 
en la Administración Pública 

 
ARTÍCULO 90. ACTAS DE CONCILIACIÓN. Las actas de conciliación no requieren ser elevadas a escritura pública. 

Cuando las partes en el Acta de la Conciliación extrajudicial a que se refiere la Ley 640 de 2001, acuerdan transferir, 

disponer gravar, limitar, afectar o desafectar derechos de propiedad o reales sobre bienes inmuebles, el cumplimiento 

de lo pactado se hará mediante documento público suscrito por el conciliador y por las partes conciliadoras. Lo mismo 

sucederá, si el bien es mueble y la ley requiere para los efectos antes mencionados, el otorgamiento de escritura 

pública. El Notario velará porque se presenten los documentos fiscales que señala la ley y demás requisitos legales. 

 

2. Decisión 

Declararse INHIBIDA para decidir de fondo, sobre la constitucionalidad del artículo 90 del 
Decreto Ley 019 de 2012. 
 
3. Síntesis de los fundamentos 

La Corte reiteró lo establecido en la sentencia C-634 de 2012, en cuanto que acusar el artículo 
90 del Decreto Ley 019 de 2012 de imponer al acta de conciliación el requisito de constituirse en 
escritura pública, es un cargo que carece de certeza, pues se cuestiona un contenido normativo 
supuesto por los accionantes y no una regla jurídica que efectivamente se deriva del artículo 
acusado. Por tal motivo, no es viable proceder a un examen y decisión de fondo sobre la norma 
demandada. 
 
TENIENDO EN CUENTA QUE MEDIANTE SENTENCIA C-011/13 FUE DECLARADA INEXEQUIBLE EN SU 

INTEGRIDAD LA LEY 1520 DE 2012, NO HAY LUGAR A PRONUNCIARSE SOBRE LA DEMANDA CONTRA 

LOS ARTÍCULOS 13 Y 14 DE ESTA LEY 
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  V.      EXPEDIENTE D-9168   -   SENTENCIA  C-014/13 
            M.P. María Victoria Calle Correa 
 

 
1. Normas acusadas  

LEY 1520 DE 2012 
(Abril 13) 

Por medio de la cual se implementan compromisos adquiridos por virtud del Acuerdo de Promoción Comercial suscrito 
entre la República de Colombia y los Estados Unidos de América y su Protocolo Modificatorio, en el marco de la 

política de comercio exterior e integración económica 

Artículo 13. 

No obstante la posibilidad que tiene el Estado de establecer limitaciones y excepciones a los derechos exclusivos previstos en la legislación nacional 
sobre derecho de autor y derechos conexos, no se permite la retransmisión a través de Internet de señales de televisión, sean terrestres, por cable o 

por satélite sin la autorización del titular o titulares del derecho del contenido de la señal y, si es del caso, de la señal. 

Artículo 14. 

Independientemente de que concurra una infracción al derecho de autor o a los derechos conexos, incurrirá en responsabilidad civil y deberá 
indemnizar los perjuicios que ocasione quien realice cualquiera de las siguientes conductas: 

a) Sin autorización eluda las medidas tecnológicas efectivas impuestas para controlar el acceso o los usos no autorizados de las obras, interpretaciones 

artísticas o ejecuciones, fonogramas o emisiones radiodifundidas; 

b) Fabrique, importe, distribuya, ofrezca al público, proporcione o de otra manera comercialice dispositivos, productos o componentes, u ofrezca al 

público o proporcione servicios que, respecto de cualquier medida tecnológica efectiva: 

Sean promocionados, publicitados o comercializados con el propósito de eludir dicha medida; o 

Tengan un limitado propósito o un uso comercial significativo, diferente al de eludir dicha medida; o 

Sean diseñados, producidos, ejecutados principalmente con el fin de permitir o facilitar la elusión de dicha medida; 

c) Suprima o altere cualquier información sobre la gestión de derechos; 

d) Distribuya o importe para su distribución, información sobre gestión de derechos sabiendo que dicha información ha sido suprimida o alterada sin 
autorización; 

e) Distribuya, importe para su distribución, transmita, comunique o ponga a disposición del público copias de las obras, interpretaciones o ejecuciones 
o fonogramas, sabiendo que la información sobre gestión de derechos ha sido suprimida o alterada sin autorización.  

Parágrafo. 

Salvo orden judicial, ninguna autoridad administrativa podrá requerir que el diseño o la selección de las partes y componentes para un producto de 
consumo electrónico, de telecomunicaciones o de computación, responda a una medida tecnológica en particular, a condición de que dicho producto no 

viole de alguna otra forma las disposiciones estipuladas en este artículo. 

2. Decisión 

ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-011 de 2013, mediante la cual se declaró 
INEXEQUIBLE en su integridad, la Ley 1520 de 2012, de la cual hacen parte los artículos 13 y 
14 demandados en este proceso.  
 
LA DEROGATORIA EN LA LEY QUE ESTABLECE UN MARCO GENERAL PARA LA LIBRANZA O DESCUENTO 

DIRECTO, DE NORMAS QUE ESTABLECÍAN UNA PROHIBICIÓN A LOS COMISIONISTAS DE BOLSA Y EL 

RÉGIMEN CONTABLE DE CIERTOS CONTRATOS DE LEASING, DESCONOCE EL PRINCIPIO DE UNIDAD DE 

MATERIA  
 

   
  VI.      EXPEDIENTE D-9182   -   SENTENCIA  C-015/13 
            M.P. Mauricio González Cuervo 
 

 
1. Normas acusadas  

LEY 1527 DE 2012 
(Abril 27) 

Por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras 
disposiciones 

 
ARTÍCULO 15. Vigencia y derogatorias. La presente ley tiene vigencia a partir de su publicación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias, el artículo 8° numeral 2 del Decreto-ley 1172 de 1980, el parágrafo 4° 
del artículo 127-1 del Estatuto Tributario, el parágrafo del artículo 89 de la Ley 223 de 1995 y el artículo 
173 de la Ley 1450 de 2011. 
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2. Decisión 

Declarar INEXEQUIBLE el aparte acusado del artículo 15 de la Ley 1527 de 2012 que reza “el 
artículo 8° numeral 2 del Decreto-ley 1172 de 1980, el parágrafo 4° del artículo 127-1 del 
Estatuto Tributario, el parágrafo del artículo 89 de la Ley 223 de 1995”. Por vulneración de la 
regla de unidad de materia.  
 
3. Síntesis de los fundamentos 

La Corte encontró que las derogatorias contenidas en el artículo 15 de la Ley 1527 de 2012 
acusadas en esta oportunidad, vulneran la regla de unidad de materia consagrada en el artículo 
158 de la Carta Política, porque: en primer lugar, carecen de conexidad temática con la Ley 
1527 de 2012, al consistir en regulaciones sobre asuntos bien distintos al establecimiento del 
“marco general para libranza o descuento directo”, como son la prohibición a los comisionistas 
en bolsa y régimen tributario y contable del contrato de leasing con opción de compra y del 
leasing para proyectos de infraestructura. En segundo lugar, constató que adolecen de falta 
de conexidad causal y teleológica, por cuanto los motivos y los fines para los cuales fue 
expedida la ley, cual es la de regular la libranza, dinamizar la economía y masificar esa 
modalidad de crédito, no guarda relación con los fines perseguidos con las derogatorias de las 
normas sobre entidades comisionistas de bolsa y leasing. En tercer lugar, no existen razones 
que justifiquen que por necesidades de técnica legislativa fuese necesaria la inclusión de las 
derogatorias acusadas y en cuarto lugar, no se encuentra que las disposiciones acusadas sean 
parte de un cuerpo racional y ordenado de normas, dándose de esta manera una ausencia de 
conexidad sistemática.  

Por estas razones, la Corte determinó que el cargo de inconstitucionalidad por violación del 
principio de unidad de materia era fundado, por no existir conexidad temática, causal, 
teleológica, no sistemática entre el contenido general de la Ley 1527 de 2012 y la disposiciones 
derogadas pro su artículo 15, motivos por los cuales procedió a retirar del ordenamiento jurídico 
el aparte acusado, mediante declaración de su inexequibilidad.    

 
LA  PUBLICIDAD DE LA ACTIVIDAD CONTRACTUAL DEL ESTADO POR MEDIOS ELECTRÓNICOS ES UNA 

OPCIÓN QUE CABÍA DENTRO DE LAS FACULTADES EXTRAORDINARIAS CONFERIDAS PARA SUPRIMIR Y 

REFORMAR TRÁMITES INNCESARIOS EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  
 

   
  VII.    EXPEDIENTE D-9091   -   SENTENCIA  C-016/13 
            M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo 
 

 
1. Normas acusadas  

DECRETO 019 DE 2012 
(enero 10) 

Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes 
en la Administración Pública 

 
ARTÍCULO 59. DIRECCION PARA NOTIFICACIONES. El artículo 563 del Estatuto Tributario quedará así: 

"ARTÍCULO 563. Dirección para notificaciones. La notificación de las actuaciones de la Administración Tributaria 
deberá efectuarse a la dirección informada por el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, en su 
última declaración de renta o de ingresos y patrimonio, según el caso, o mediante formato oficial de cambio de 
dirección; la antigua dirección continuará siendo válida durante los tres (3) meses siguientes, sin perjuicio de la 
validez de la nueva dirección informada. 

Cuando el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, no hubiere informado una dirección a la 
Administración de Impuestos, la actuación administrativa correspondiente se podrá notificar a la que establezca la 
Administración mediante verificación directa o mediante la utilización de guías telefónicas, directorios y en general de 
información oficial, comercial o bancaria. 

Cuando no haya sido posible establecer la dirección del contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, 
por ninguno de los medios señalados en el inciso anterior, los actos de la Administración le serán notificados por 
medio de la publicación en el portal de la web de la DIAN, que deberá incluir mecanismos de búsqueda por número 
identificación personal. 

ARTÍCULO 60. NOTIFICACIONES MEDIANTE AVISO. Modifíquese el inciso tercero del artículo 562 del Decreto 2685 
de 1999, el cual quedará así: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo/estatuto_tributario_pr024.html#563
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1999/decreto_2685_1999_pr022.html#562
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"Cuando no sea posible establecer la dirección del responsable por ninguno de los medios señalados anteriormente, 
los actos administrativos se deberán notificar mediante aviso en el portal web de la DIAN, que deberá incluir 
mecanismos de búsqueda por número identificación personal." 
 

ARTÍCULO 61. NOTIFICACIONES POR CORREO. Modifíquese el inciso tercero del artículo 567 del Decreto 2685 de 
1999, modificado por el artículo 56 del Decreto 1232 de 2001, el cual quedará así: 

"Las actuaciones notificadas por correo que por cualquier razón sean devueltas, serán notificadas mediante aviso en 
el portal web de la DIAN que deberá incluir mecanismos de búsqueda por número de identificación personal; la 
notificación se entenderá surtida para efectos de los términos de la administración, en la primera fecha de 
introducción al correo, pero para el responsable, el término para responder o impugnar se contará desde el día hábil 
siguiente a la publicación en el portal o de la corrección de la notificación. Lo anterior no se aplicará cuando la 
devolución se produzca por notificación a una dirección distinta a la informada en el RUT, en cuyo caso se deberá 
notificar a la dirección correcta dentro del término legal. 

Cuando no haya sido posible establecer la dirección del investigado por ninguno de los medios señalados 
anteriormente, los actos administrativos se deberán notificar mediante aviso en el portal web de la DIAN, que deberá 
incluir mecanismos de búsqueda por número de identificación personal." 

ARTÍCULO 62. NOTIFICACIONES DEVUELTAS POR CORREO. Modifíquese el inciso primero del artículo 18 del Decreto 
2245 de 2011, el cual quedará así: 

"Las actuaciones y actos administrativos enviados a notificar por correo que por cualquier razón sean devueltas, serán 
notificadas mediante aviso en el portal web de la DIAN, la notificación se entenderá surtida para efectos de los 
términos de la administración, en la primera fecha de introducción al correo, pero para el responsable, el término 
para responder o impugnar se contará desde el día hábil siguiente a la publicación en el portal. 

PARÁGRAFO. El inciso segundo del artículo 13 del Decreto 2245 de 2011, quedará así: "Cuando no haya sido posible 
establecer la dirección del investigado por ninguno de los medios señalados anteriormente, los actos administrativos 
se deberán notificar mediante aviso en el portal web de la DIAN". 

ARTÍCULO  218. DE LA PUBLICACIÓN DE LOS ACTOS Y SENTENCIAS SANCIONATORIAS. El artículo 31 de la Ley 80 
de 1993, quedará así:  

"Artículo 31. De la publicación de los actos y sentencias sancionatorias. La parte resolutiva de los actos que declaren 
la caducidad, impongan multas, sanciones o declaren el incumplimiento, una vez ejecutoriados, se publicarán en el 
SECOP y se comunicarán a la cámara de comercio en que se encuentre inscrito el contratista respectivo. También se 
comunicarán a la Procuraduría General de la Nación."  

ARTÍCULO 222. SUPRESIÓN DEL SICE, GRATUIDAD Y SISTEMA DE ANÁLISIS DE PRECIOS. Derogase la Ley 598 de 
2000, la cual creó el Sistema de Información para la Vigilancia de la Contratación estatal, SICE, el Catalogo Único de 
Bienes y Servicios CUBS, y el Registro Único de Precios de Referencia PURF, de los bienes y servicios de uso común 
en la Administración Pública. 

En desarrollo del artículo 3 de la Ley 1150 de 2007, la Contraloría General de la República podrá obtener un análisis 
de precios de mercado de valor de los contratos que se registran en los sistemas de información o en los catálogos 
existentes sobre la contratación pública o privada, nacional o internacional; en virtud de lo cual, existirán los sistemas 
de registros de precios de referencia y los catálogos que las necesidades de análisis de precios aconsejen, para 
racionalizar la vigilancia a los precios de la contratación. 

ARTÍCULO 223. ELIMINACIÓN DEL DIARIO UNICO DE CONTRATACIÓN. A partir del primero de junio de 2012, los 
contratos estatales sólo se publicaran en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública -SECOP- que administra 
la Agencia Nacional de Contratación Pública- Colombia Compra Eficiente. En consecuencia, a partir de dicha fecha los 
contratos estatales no requerirán de publicación en el Diario Único de Contratación y quedarán derogados el 
parágrafo 3 del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, los artículos 59, 60, 61 y 62 de la Ley 190 de 1995 y el parágrafo 2 
del artículo 3 de la Ley 1150 de 2007. 

ARTÍCULO 224. ELIMINACIÓN DE LA PUBLICACIÓN DE LAS CONVOCATORIAS A LICITACIÓN. El numeral 3 del 
artículo 30 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 32 de la Ley 1150 de 2007, quedará así: 

"3. Dentro de los diez (10) a veinte (20) días calendario anteriores a la apertura de la licitación se publicarán hasta 
tres (3) avisos con intervalos entre dos (2) y cinco (5) días calendario, según lo exija la naturaleza, objeto y cuantía 
del contrato, en la página Web de la entidad contratante y en el Sistema Electrónico para la Contratación Publica -
SECOP. 

En defecto de dichos medios de comunicación, en los pequeños poblados, de acuerdo con los criterios que disponga 
el reglamento, se leerán por bando y se fijarán por avisos en los principales lugares públicos por el término de siete 
(7) días calendario, entre los cuales deberá incluir uno de los días de mercado en la respectiva población. 

Los avisos contendrán información sobre el objeto y características esenciales de la respectiva licitación". 
 

 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1999/decreto_2685_1999_pr023.html#567
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/2011/decreto_2245_2011.html#18
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/2011/decreto_2245_2011.html#13
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=304#31
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2000/ley_0598_2000.html#Inicio
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2007/ley_1150_2007.html#3
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1993/ley_0080_1993_pr001.html#41
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1995/ley_0190_1995_pr001.html#59
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1995/ley_0190_1995_pr001.html#60
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1995/ley_0190_1995_pr001.html#61
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1995/ley_0190_1995_pr001.html#62
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2007/ley_1150_2007.html#3
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1993/ley_0080_1993.html#30
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2007/ley_1150_2007.html#32
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2. Decisión  

Primero.- Declararse INHIBIDA para emitir pronunciamiento de fondo en relación con los 
cargos formulados por el actor contra los artículos 59, 60, 61, 62, 218, 222, 223 y 224 del 
Decreto ley 019 de 2012, por la violación de los artículos 3, 13, 121 y 229 de la Constitución, de 
conformidad con lo expuesto en el apartado 1.1.2 de la parte considerativa de esta providencia.   

Segundo.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-711 de 2012, en lo relacionado con 
el cargo consistente en la vulneración del principio de publicidad por parte del artículo 223 del 
Decreto Ley 019 de 2012. 

Tercero.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-012 de 2013, en lo relacionado con el 
cargo de vulneración de la no garantía efectiva de los derechos y deberes, respecto de los 
artículos 59, 61 y 62 del Decreto Ley 019 de 2012.  

Cuarto.- Declarar EXEQUIBLES, únicamente por los cargos analizados, los artículos 59, 60, 
61, 62, 218, 222, 223 y 224 del Decreto 019 de 2012, de conformidad con lo expuesto en la 
parte motiva de esta providencia. 

3. Síntesis de los fundamentos 

De manera previa, la Corte constató la ineptitud sustancial de la demanda en relación con los 
cargos formulados por violación de los artículos artículos 3, 13, 121 y 229 de la Constitución y la 
existencia de cosa juzgada respecto del artículo 223 del Decreto 019 de 2012, en cuanto no  
vulnera el principio de publicidad (Sentencia C-711/12) y de los artículos 59, 61 y 62 del mismo 
decreto, frente al cargo de vulneración de la no garantía de los derechos y deberes (Sentencia 
C-012/13).  

Le correspondió a la Corte determinar si el legislador delegado incurrió en un exceso en el 
ejercicio de las facultades que le fueron conferidas por el parágrafo 1º de la Ley 1474 de 2011, 
cuando ordena publicar electrónicamente actuaciones propias de la contratación estatal, 
suprimiendo el deber de hacer publicaciones en medios escritos impresos de alta circulación.  

Después de analizar el alcance de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 1474 de 
2011 y el contenido de las normas legales demandadas, la Corte llegó a la conclusión de que no 
había razones para acoger los argumentos del actor. Reiteró la importancia de poner a tono con 
la realidad social las actuaciones de la administración pública, en este caso, con los recursos 
tecnológicos existentes. Cuando la Corte ha valorado la presencia de los medios electrónicos en 
la gestión pública, ha tenido como norte el principio de publicidad, el derecho a la información 
de los ciudadanos y en particular, el carácter inviolable de la defensa y del debido proceso. A su 
juicio, el legislador delegado no vulneró las facultades conferidas en virtud del artículo 150, 
numeral 10, cuando optó por mecanismos electrónicos para darle publicidad a la actividad 
contractual del Estado. La supresión o sustitución del deber de publicar en medios escritos y 
otros sistemas electrónicos, hace parte de la potestad extraordinaria, pues en aras de  la 
eficacia, la economía y la celeridad, se puede ordenar la supresión del uso de medios escritos de 
publicidad, privilegiando el uso de medios electrónicos. El legislador ha optado por mecanismos 
que estima más eficientes, los cuales reducen costos en los que incurriría si se preservase el 
deber de seguir publicando en medios escritos e impresos de alta circulación. El Tribunal 
Constitucional entiende que es deber del derecho regular las actividades de la Administración de 
conformidad con los avances tecnológicos, siempre y cuando, ello no vaya en detrimento de los 
derechos de los administrados.  

Por lo expuesto, la Corte declaró la constitucionalidad de los artículos 60, 218, 22 y 224 del 
Decreto Ley 019 de 2012, por cuanto no hubo exceso en el uso de las facultades conferidas por 
el legislador ordinario.  

 

 

 

GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO 
Presidente 

 

 

 


